Radicación: 66001 31 18 002 2016 00037 01
Accionante: Juliana Jaramillo Mora en 

Reprentación de su hija Emilia Estrada Jaramillo
Accionado: INPEC 

Asunto: Confirma sentencia de primera instancia     


TRASLADO DE INTERNO Y UNIDAD FAMILIAR/ Improcedencia de la tutela cuando las decisiones adoptadas respecto al lugar donde se debe purgar la pena obedecen a criterios de manejo de población carcelaria/ Necesidad de solicitar al INPEC el traslado del recluso previo a la interposición de la tutela 

“(…) las medidas que adopta el INPEC en torno al sitio de reclusión, no pueden calificarse de arbitrarias o de vulneradoras de derechos fundamentales, puesto que la situación particular de los investigados o condenados, como en el caso del señor Jorge Eduardo Estrada Castaño, implica necesariamente la limitación o restricción de ciertos derechos, entre ellos el referido a la unidad o acercamiento familiar y, por tanto, la intención del INPEC no es conseguir distanciar a los internos en forma deliberada de sus familiares, como quiera que obedece a diversos criterios y pautas para el manejo de la población carcelaria.   
Si bien el juez de amparo debe salvaguardar el interés superior de la hija menor de edad del señor Jorge Eduardo Estrada Castaño en relación con sus derechos fundamentales a tener un padre que le brinde amor, educación, el cuidado de su integridad personal y que esté presente en su desarrollo y atento a su salud, esta Colegiatura advierte que la niña Emilia Estrada Jaramillo no se encuentra en un estado de abandono, toda vez que cuenta con los cuidados de su madre, quien le provee la atención que requiere ante la ausencia de su progenitor, de manera que la familia con la que hoy cuenta es la que debe brindarle a su consanguínea condiciones de vida dignas mientras las circunstancias de su padre sean más favorables para que pueda colaborar armónicamente con su progreso personal (…)”
“(…) se debe establecer que el camino a seguir en este evento particular no es el trámite de la acción de tutela, sino la solicitud directa ante la dirección general del INPEC para obtener el traslado deseado por parte del actor, de acuerdo con las normas ya comentadas, y a las directrices que los mismos establecimientos carcelarios les indican a los internos, que para el caso concreto, la solicitud de traslado se encuentra condicionada a lo establecido en la ya citada Resolución 1203 de 2012 (…)”   

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-137 de 2003, T-774 de 2006, T-435 de 2009 y T-248 de 2014. 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA No.3 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, cinco (5) de abril de dos mil dieciséis (2016)
Proyecto aprobado  por Acta No.143
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la accionante, señora Juliana Jaramillo Mora en representación de su hija menor Emilia Estrada Jaramillo en contra del fallo proferido el 16 de febrero de 2016 por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora Jaramillo Mora en contra de la Dirección del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, de ahora en adelante INPEC. 
2. SÍNTESIS DE LOS ANTECEDENTES
2.1. Los hechos más relevantes narrados en el escrito introductorio son los siguientes: 
· El señor Jorge Eduardo Estrada Castaño, se encuentra privado de la libertad desde el 10 de abril de 2015, en calidad de condenado, por el delito de concierto para delinquir agravado, y a órdenes del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad  de Medellín. 

· El señor Estrada Castaño residía en la ciudad de Pereira desde hace 18 años junto a su núcleo familiar, pero a pesar de que el delito por el cual fue condenado fue cometido en esta municipalidad, está detenido en el Complejo Carcelario y Penitenciario de Medellín “Pedregal”, situación que a modo de ver de la accionante, frustra parte de su proyecto de vida y trunca su proceso de resocialización, ya que el interno por pertenecer a esa zona del país y al estar distante de hogar, se encuentra sumido en la más profunda tristeza. 

· La familia del interno juega un papel preponderante en su proceso de resocialización. Sin embargo, su desarraigo ha generado que el recluso no tenga interés en dicho proceso, ya que no cuenta con el acompañamiento de su familia, especialmente el de su hija, aunado al grave problema de salud que padece. 

· El señor Jorge Eduardo Estrada Castaño no tiene ningún arraigo en su lugar de reclusión, sus familiares no pueden realizar un traslado para visitarlo, ni pueden proveer lo necesario para su estadía en el establecimiento penitenciario. Tampoco se dan las condiciones para brindarle el acompañamiento y el apoyo que requiere dada su delicada situación de salud, la cual se deteriora aún más debido a la falta de colaboración médica, la cual podría ser suministrada por su familia en caso de que estuviera detenido en un lugar más cercano a ella.
· El señor Estrada Castaño padece de “osteocondrosis juvenil de la cadera”, enfermedad que genera dolor agudo y pérdida de la movilidad de la cadera derecha. Además presenta “antecedentes de una lesión del labrum anterior y lateral, lesión de CAM importante  con cuello fraccionado, lesión de cartílago articular en la zona alta del acetábulo con delimitación completa y hueso expuesto”, entre otros. 

· Ante la ausencia de su padre, la menor Emilia Estrada Jaramillo se encuentra afectada psicológicamente, tal y como lo certificó su sicóloga tratante de la EPS ESIMED.
· Es evidente que la niña Emilia Estrada Jaramillo no podrá contar con la presencia constante de su padre, ya que éste se encuentra condenado, pero su eventual traslado a un centro de reclusión ubicado en la región, contribuiría a mejorar la situación médica del recluso, y a superar las dificultades sicológicas de la menor, ya que las visitas serían más frecuentes, lo que redundaría positivamente en su comportamiento, desempeño y desarrollo. 

· Por ello, resulta imperioso que el INPEC realice el traslado del señor Jorge Eduardo Estrada Castaño hacia el centro penitenciario y carcelario de Santa Rosa de Cabal o a uno de esta región, con el fin de que los encuentros entre padre e hija sean más frecuentes. 

· El centro de reclusión a donde se pretende el traslado cuenta con disponibilidad de cupos para asegurar la estadía digna del señor Estrada Castaño, tal y como lo certificó el director de dicha entidad. 
· La autoridad tutelada desconoce la importancia de la cercanía de la menor Emilia Estrada Jaramillo con su padre, pues en diversas oportunidades ha denegado el traslado solicitado. 

· Por lo tanto, solicitó: i) que cese la violación de los derechos fundamentales de la menor Emilia Estrada Jaramaillo; ii) que se ordene al director del INPEC que disponga el traslado del señor Jorge Eduardo Estrada Castaño al Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Santa Rosa de Cabal Risaralda, municipalidad donde reside su núcleo familiar. 
2.4. La accionante adjuntó copia de los siguientes documentos: i) informe de evaluación psicológica de la niña Emilia Estrada Jaramillo; ii) oficios 617EPMSC-SRDECABAL-DIRE-1704, 834 y 1288 expedidos por el director del establecimiento penitenciario y carcelario de Santa Rosa de Cabal; iii) cédulas de ciudadanía; iv) registro civil de nacimiento; v) declaración extraproceso; vi) registro de matrimonio; vi) e historia clínica del señor Jorge Eduardo Estrada.  (Fls. 10-31)
3. RESUMEN DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA 
3.1. INPEC DIRECCIÓN GENERAL
No se pronunció dentro del término concedido para responder a la demanda de tutela.

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA
Mediante sentencia del 16 de febrero de 2016 el  Juzgado 2º Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira decidió negar el amparo de los derechos invocados por la señora Juliana Jaramillo Mora a favor de su hija Emilia Estrada Jaramillo, en consideración a que no se había agotado el procedimiento administrativo relacionado con el traslado en mención, previsto en el artículo 74 del código penitenciario y carcelario, modificado por el artículo 52 de la Ley 1709 de 2014. Igualmente, no vislumbró vulneración alguna de parte de la autoridad accionada, la cual en ejercicio de sus competencias legales, trasladó al señor Jorge Eduardo Estrada Castaño para el Complejo Carcelario y Penitenciario de Medellín- Pedregal.

La accionante impugnó dicha providencia. 
5. DE LA IMPUGNACIÓN 
El 19 de febrero del año en curso la señora Juliana Jaramillo radicó un escrito en el que indicó su inconformidad con el fallo de primera instancia y manifestó que a pesar de que el A quo reconoció que la menor requería de la cercanía de su padre, y que se está viendo afectada por su ausencia, de manera extraña concluyó que existía la necesidad de que el señor Jorge Eduardo Estrada permaneciera recluido en el centro penitenciario de Medellín, pues los centros carcelarios del Eje Cafetero presentan hacinamiento, pese a que existe constancia por parte del director del EPMSC de Santa Rosa de Cabal, en el sentido de que existe disponibilidad de cupo para que su cónyuge sea trasladado hacia esa entidad. 
Lo que se pretende con el amparo de tutela no es la cercanía del señor Estrada Castaño con sus seres queridos, sino garantizar el bienestar de su hija, al permitirle visitas constantes a su progenitor. 

El hacinamiento de los establecimientos carcelarios es una problemática generalizada que enfrenta el INPEC. Sin embargo, en el caso concreto existe disponibilidad de cupos en el establecimiento penitenciario de Santa Rosa de Cabal para hacer efectivo el traslado del señor Jorge Eduardo Estrada, el cual se hace necesario para que se brinden las condiciones pertinentes con el fin de la menor tenga cercanía a su padre. 
A su modo de ver no se analizaron los argumentos de la demanda para tomar una decisión de fondo, y existió una “parcialización de la autoridad judicial”, lo que conlleva a un fallo con un evidente defecto fáctico. 

Si bien es cierto el juez de primer grado expuso que la parte accionante no había agotado el procedimiento administrativo para lograr el traslado, lo cierto es que del mismo ya se hizo uso, tal y como obra en los documentos que anexa al recurso. 

Solicitó que se revocara la decisión de primera instancia por considerar vulnerados los derechos fundamentales de la menor Emilia Estrada Jaramillo, y que en consecuencia se acceda a la pretensión de traslado elevada. (Folios 49 al 51)
Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) escrito (parcialmente ilegible) suscrito por el abogado Jhon Jairo García Holguín del 8 de abril de 2015 dirigido al Juez 2º Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías Ambulante de Antioquia BACRIM, ii) escrito suscrito por el abogado García Holguín enviado a la Directora Complejo Penitenciario y Carcelario de máxima seguridad Pedregal de Medellín, solicitando el traslado de cárcel del señor Jorge Eduardo Estrada; iii) auto emitido el 5 de mayo de 2015 por el Juzgado  2º Penal Municipal con Función de Control de Garantías Ambulante de Antioquia Bacrim, el cual expidió el oficio No.039 de la misma fecha dirigido al Centro Penitenciario y Carcelario de Medellín en donde se informa que los hechos por los cuales se dio captura al señor Estrada Castaño y a otras 10 personas ocurrieron en el departamento de Risaralda, especialmente en la ciudad de Pereira con el fin de que se tuviera en cuenta al momento del traslado del sitio de reclusión; iv) respuesta del 3 de junio de 2015 de la Coordinadora de Grupo de Asuntos Penitenciarios del INPEC al abogado García Holguín en la que se le informa que la solicitud de traslado del señor Estrada Castaño, sería remitida a la Junta Asesora de Traslados del INPEC; v) respuesta del 27 de septiembre de 2015 emitida por la Oficina de traslados COPED de Medellín al señor Estrada Castaño en el que le indican que su solicitud de traslado no era posible; vi) respuesta del 16 de diciembre de 2015 expedida por la Directora Regional Noroeste del INPEC al abogado Hernando Torres Pérez donde se le informa que la solicitud de traslado había sido enviada a la oficina de Asuntos Penitenciarios en la sede central del INPEC; vii) respuesta del 18 de abril de 2015 proferida por el Director del EPMSC de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, en el que le informó al abogado García Holguín que era viable atender la solicitud de traslado, previo pronunciamiento de la autoridad judicial que así lo disponga; viii)  respuesta del 10 de junio de 2015 proferida por el Director del EPMSC de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, en el que le indicó al abogado García Holguín la existencia de cupo, previo pronunciamiento de la autoridad judicial que disponga el traslado del interno Estrada Castaño, y ix) respuesta del 4 de agosto de 2015 proferida por el Director del EPMSC de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, en el que le informó al abogado García Holguín sobre la viabilidad de atender la solicitud de traslado, previo pronunciamiento de la autoridad judicial que así lo disponga (folios 52-64) 
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. 

6.2. Problema jurídico y solución 

6.2.1 Le corresponde determinar a esta Corporación, si procede la revocatoria de la decisión de primera instancia, tal como lo solicita la accionante, o si por el contrario, la misma se encuentra ajustada a derecho y por ende merece su confirmación.

6.2.2. En el caso en concreto, observa la Sala, que la accionante pretende que el juez de tutela ordene el traslado del señor Jorge Eduardo Estrada Castaño al establecimiento carcelario de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, a fin de acercarlo a su núcleo familiar, el cual está conformado por la demandante, su esposo y e hija.
 6.3. Sea lo primero indicar que en el caso que ocupa la atención de esta Corporación, están en juego derechos fundamentales de una menor, y al respecto no debe perderse de vista que la propia Constitución en el artículo 44 ha consagrado un régimen de protección especial para los niños y por ello proclama que los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás. En relación a los derechos de los menores, la Corte Constitucional en Sentencia T-137 de 2003 dice sobre el tratamiento especial a los niños, por tener prevalencia 
frente a los derechos de los demás lo siguiente:
 “…En tratándose de los niños, la Constitución Política de 1991 garantiza especialmente sus derechos, puesto que para ellos debe existir una especial protección por parte del Estado y la familia. En este sentido la protección a la vida, salud, integridad física y seguridad social de los niños son derechos fundamentales que prevalecen sobre los derechos de los demás, por expresa disposición del artículo 44 de la Carta.
 Así, lo ha sostenido reiteradamente esta Corporación, al señalar que: 

…El derecho a la salud en el caso de los niños, en cuanto derivado necesario del derecho a la vida y para garantizar su dignidad, es un derecho fundamental prevalente y por tanto incondicional y de protección inmediata cuando se amenaza o vulnera su núcleo esencial. En consecuencia, el Estado tiene en desarrollo de la función protectora que le es esencial dentro del límite de su capacidad, el deber irrenunciable e incondicional de amparar la salud de los niños...”

6.4. Por su parte el artículo 22 del Código de la Infancia y la Adolescencia, establece lo siguiente: 

“Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a tener y crecer en el seno de la familia, a ser acogidos y no ser expulsados de ella.

Los niños, las niñas y los adolescentes sólo podrán ser separados de la familia cuando esta no garantice las condiciones para la realización y el ejercicio de sus derechos conforme a lo previsto en este código. En ningún caso la condición económica de la familia podrá dar lugar a la separación.”

6.5. En lo que respecta al derecho a la unidad familiar de las personas privadas de la libertad ante la presencia de hijos menores de edad, se tiene que esta es una cuestión de carácter administrativa sobre la cual no se puede decidir sin invadir la esfera de competencias de los funcionarios del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario. Salvo casos excepcionales, debe recordarse que esta acción pública no es, ni puede ser, un instrumento que reemplace los procedimientos ordinarios existentes para que las personas que se encuentran privadas de la libertad hagan las solicitudes que consideren pertinentes, con el propósito de lograr, como en este caso, un acercamiento familiar. La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sido reiterativa al sostener que, si bien algunos derechos fundamentales de los reclusos son suspendidos o restringidos desde el momento en que estos son sometidos a la detención preventiva o son condenados mediante sentencia, muchos otros derechos se conservan intactos y deben ser respetados íntegramente por las autoridades públicas que se encuentran a cargo de los presos.   En relación a este asunto, vale la pena traer apartes de la Sentencia T-248 de 2014, la cual citó el A quo y la que a su vez los accionantes mencionaron para resaltar que el fallo contraría lo dispuesto en la misma, la Corte Constitucional se refirió a lo siguiente:
“La Corte Constitucional ha expresado de manera reiterada que, si bien hay derechos fundamentales de los reclusos que son suspendidos o restringidos desde el momento del sometimiento a la detención o a la condena, otros se mantienen indemnes y deben ser respetados y protegidos por las autoridades públicas que se encuentran a cargo de la custodia.

 

Si bien derechos fundamentales como la libertad física y de locomoción se encuentran en esos casos severamente limitados, los de intimidad personal y familiar, reunión, asociación, libre desarrollo de la personalidad y libertad de expresión, sólo están parcialmente restringidos, como consecuencia de las circunstancias emanadas de la privación de la libertad; otros, como la vida, la integridad personal, la salud, la dignidad, la igualdad, la libertad religiosa, el reconocimiento de la personalidad jurídica, el debido proceso y el derecho de petición, se mantienen incólumes y no pueden ser menoscabados en modo alguno por el hecho de la prisión[12].

 

Esta corporación ha establecido que entre los reclusos y el Estado existe una relación de especial sujeción, de la que se han extraído importantes consecuencias jurídicas, que fueron sintetizadas en la sentencia T-1190 de 2003 (M. P. Eduardo Montealegre Lynett), en la siguiente forma:

 

“Las relaciones de especial sujeción implican (i) la subordinación[13] de una parte (el recluso), a la otra (el Estado); (ii) esta subordinación se concreta en el sometimiento del interno a un régimen jurídico especial[14] (controles disciplinarios[15] y administrativos[16] especiales y posibilidad de limitar[17] el ejercicio de derechos, incluso los fundamentales). (iii) Este régimen especial, en todo lo relacionado con el ejercicio de la potestad disciplinaria y la limitación de los derechos fundamentales debe estar autorizado[18]por la Constitución y la ley. (iv) La finalidad[19] del ejercicio de la potestad disciplinaria y de la limitación de los derechos fundamentales, es la de garantizar los medios para el ejercicio de los demás derechos de los internos (mediante medidas dirigidas a garantizar disciplina, seguridad y salubridad) y lograr el cometido principal de la pena (la resocialización). (v) Como consecuencia de la subordinación, surgen ciertos derechos especiales[20] (relacionados con las condiciones materiales de existencia: alimentación, habitación, servicios públicos, salud) en cabeza de los reclusos, los cuales deben ser[21] especialmente garantizados por el Estado. (vi) Simultáneamente el Estado debe garantizar[22] de manera especial el principio de eficacia de los derechos fundamentales de los reclusos (sobre todo con el desarrollo de conductas activas).”
 

De lo anterior se desprende que las personas privadas de la libertad tienen una garantía reducida a sus derechos familiares, sin que ello implique que pueda coartarse desproporcionada o injustificadamente su relación con la familia y la sociedad. Así, el sistema penitenciario y carcelario debe procurarse, en todo lo que sea posible, que el recluso mantenga contacto con su grupo familiar, máxime si dentro del mismo existen hijos menores de edad, lo cual impone adicional esfuerzo en torno a la preservación de la unidad familiar[23].  (Negrillas originales y subrayas propias).
6.6. Ahora bien, de conformidad con las pruebas que obran dentro de la foliatura, la Sala observa las diversas peticiones que han elevado los abogados del señor Estrada Castaño tendientes a que se conceda el traslado de reclusión por acercamiento familiar.  Sin embargo, mediante el oficio No.537-1-3 COPED-A JUR-0006489 del 27 de septiembre de 2015 emitido por la oficina de traslados del COPED de Medellín y dirigido al señor Eduardo Estrada Castaño, se determinó que es INVIABLE dar trámite a la solicitud del traslado del interno en mención, por cuanto dentro de las causales establecidas en el artículo 75 de la Ley 65 de 1993 no está la de acercamiento familiar, y que en el caso particular revisando el sistema SISIPEC WEB se evidenció que el interno ingresó al establecimiento el día 12 de abril de 2015 y el artículo 9 de la Resolución No. 001203 de abril 16 de 2012 de la Dirección General del INPEC, dispone que no procede solicitud de traslado cuando “(…) el interno no haya cumplido un (1) año de permanencia en el Establecimiento de Reclusión donde se encuentra (…)”.  (Folio 60)

6.6.  Con relación al cumplimiento del trámite establecido en la Ley 65 de 1993 que establece el procedimiento que se debe agotar para el traslado de un interno, se tiene que el mismo fue modificado por la Ley 1709 de 2014, por medio de la cual se reforman algunos artículos de la ley 65 de 1993, de la ley 599 de 2000, de la ley 55 de 1985 y se dictan otras disposiciones, en su artículo consagra el artículo 52 Ibídem establece lo siguiente: “El traslado de los internos puede ser solicitado a la Dirección del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (Inpec) por: 
1. El Director del respectivo establecimiento. 
2. El funcionario de conocimiento. 
3. El interno o su defensor. 
4. La Defensoría del Pueblo a través de sus delegados. 
5. La Procuraduría General de la Nación a través de sus delegados. 
6. Los familiares de los internos dentro del segundo grado de consanguinidad o primero de afinidad.”
6.6.1. Ahora bien, los artículos 53 de la Ley 1709 de 2014, y 77 de la Ley 65 de 1993 señalan las causales de traslado. 
6.7. Significa las normas transcritas, que la competencia de los traslados de los internos radica exclusivamente en el director general del INPEC, es decir, que dicha previsión legal impide que el juez de tutela intervenga en tal decisión, siempre y cuando la misma no quebrante derechos fundamentales, así lo señaló la Corte Constitucional:    

“La discrecionalidad legal del traslado, impide que el juez de tutela interfiera en tal decisión, siempre y cuando la misma no sea arbitraria y no vulnere o amenace derechos constitucionales fundamentales que no puedan ser limitados o suspendidos, ni siquiera estando en la condición de reo, como lo serían el derecho a la vida, la integridad física y la salud, entre otros. La situación particular de los accionantes -convictos-, implica necesariamente la limitación o restricción de ciertos derechos, entre ellos el referido a la unidad o acercamiento familiar, el cual debe ceder razonablemente frente al interés general, representado en este caso en la seguridad del establecimiento carcelario y la integridad personal de los demás reclusos”.

(…)

La Corte Constitucional ha establecido que, en principio, la acción de tutela no resulta procedente para ordenar el traslado de reclusos de un centro carcelario a otro, salvo que la negativa del INPEC en efectuar dicho traslado constituya una actuación arbitraria e injustificada de la Administración que comporte una violación de las garantías fundamentales de los internos y no, propiamente, el ejercicio de la facultad discrecional que la ley le ha conferido. Sin embargo, aun en estos casos no le es dable a la autoridad judicial indicar de manera específica el sitio en el que debe ser recluido el sindicado o condenado a pesar de que el interno haya dirigido su pretensión a obtener el traslado a un establecimiento penitenciario en concreto, ya que, tal y como se señaló, la determinación del lugar de reclusión de una persona obedece a una serie de consideraciones financieras, administrativas, de seguridad, etc., que escapan al ámbito de competencia del juez constitucional y que de ninguna manera pueden tener como único sustento la voluntad del recluso”

6.8. En el caso sub examine, la señora Juliana Jaramillo Mora asegura que al estar recluido su esposo Jorge Eduardo Estrada Castaño en el establecimiento penitenciario de Medellín, no sólo se menoscaban los derechos fundamentales de su hija de 6 años de edad, a quien se priva de tener la atención de su padre, sino que también se restringe la posibilidad a su núcleo familiar de tener un contacto constante con el interno y poder brindarle el acompañamiento que requiere dentro de su proceso de resocialización. 

6.9. Pese a los argumentos de la actora, esta Sala considera que las medidas que adopta el INPEC en torno al sitio de reclusión, no pueden calificarse de arbitrarias o de vulneradoras de derechos fundamentales, puesto que la situación particular de los investigados o condenados, como en el caso del señor Jorge Eduardo Estrada Castaño, implica necesariamente la limitación o restricción de ciertos derechos, entre ellos el referido a la unidad o acercamiento familiar y, por tanto, la intención del INPEC no es conseguir distanciar a los internos en forma deliberada de sus familiares, como quiera que obedece a diversos criterios y pautas para el manejo de la población carcelaria.   
6.10. De todos modos, aun cuando existe una restricción legítima a la unidad familiar, esta no se encuentra suspendida según pronunciamientos de la Corte Constitucional
 en los que se  ha señalado que “el derecho a la unidad familiar se encuentra limitado en su ejercicio pero no suspendido para las personas privadas de la libertad, y por regla general, la ley en consonancia con los postulados constitucionales protege y adopta una serie de medidas para que en efecto, el derecho a la unidad familiar sea real.” Es decir, que si bien las personas privadas de la libertad tienen una limitación a la unidad familiar, esta restricción no es definitiva, sino que puede ser suspendida cuando sea para un fin resocializador del condenado. En tal sentido, dicho Tribunal Constitucional en la Sentencia T-435 de 2009, citó lo siguiente: 
 “En razón a los parámetros expuestos anteriormente, la jurisprudencia constitucional ha señalado que dentro de las restricciones legítimas de los derechos fundamentales que deben soportar los reclusos, se encuentra el de la unidad familiar, como consecuencia misma del aislamiento penitenciario. 

Como se ha establecido en otras oportunidades, “las personas privadas de la libertad, representan una de las limitaciones a la unidad familiar, atendiendo a que la familia se considera una comunidad de vida y convivencia plena, así el aislamiento de uno de sus miembros, como infractor de la ley penal, comporta de suyo la correlativa perdida de la libertad y a su vez afecta de manera inminente la estabilidad de su núcleo familiar”.
 

Sin embargo, a pesar de que esta garantía se encuentra limitada, la misma no está suspendida, y por tanto, las restricciones deben ser acordes con los fines de la pena, especialmente con su carácter resocializador. En estos términos, la Corte ha ponderado el derecho de las autoridades carcelarias con el derecho de los reclusos de mantener sus vínculos familiares, por cuanto ha considerado que la familia juega un papel preponderante en la reincorporación social del delincuente. Ha afirmado que “dicho vinculo filial representa la mayoría de las veces su contacto con el mundo más allá del establecimiento donde se encuentran recluidos, más si se tiene en cuenta que el núcleo familiar será en la mayoría de los casos el lugar donde cada individuo retomará su vida por fuera del penal.” (…)” (Subrayas nuestras)
6.11. Si bien el juez de amparo debe salvaguardar el interés superior de la hija menor de edad del señor Jorge Eduardo Estrada Castaño en relación con sus derechos fundamentales a tener un padre que le brinde amor, educación, el cuidado de su integridad personal y que esté presente en su desarrollo y atento a su salud, esta Colegiatura advierte que la niña Emilia Estrada Jaramillo no se encuentra en un estado de abandono, toda vez que cuenta con los cuidados de su madre, quien le provee la atención que requiere ante la ausencia de su progenitor, de manera que la familia con la que hoy cuenta es la que debe brindarle a su consanguínea condiciones de vida dignas mientras las circunstancias de su padre sean más favorables para que pueda colaborar armónicamente con su progreso personal, prueba de ello es que la señora Juliana Jaramillo decidió brindarle a su hija Emilia Estrada Jaramillo el tratamiento psicológico adecuado, el cual apenas inició el día 4 de enero de 2016, es decir 9 meses posteriores al hecho que generó el impacto negativo en la vida de la menor; en el que consta que sicóloga María Isabel Miranda Ortiz dentro del plan de tratamiento recomendó como primera opción realizar a la niña una “terapia cognitiva y conductual, para asimilar el evento traumático de separación”, que debe ser suministrada por su progenitora para el óptimo desarrollo de la infante, mientras se cumplen las condiciones establecidas en las normas para realizar el trámite de traslado objeto del presente amparo. 
6.12. Finalmente, se debe establecer que el camino a seguir en este evento particular no es el trámite de la acción de tutela, sino la solicitud directa ante la dirección general del INPEC para obtener el traslado deseado por parte del actor, de acuerdo con las normas ya comentadas, y a las directrices que los mismos establecimientos carcelarios les indican a los internos, que para el caso concreto, la solicitud de traslado se encuentra condicionada a lo establecido en la ya citada Resolución 1203 de 2012 mediante la cual se fijaron las pautas administrativas para presentar las solicitudes de traslado y el trámite que se les da a las mismas y que en su artículo 9º señala que: “(…) el interno no haya cumplido un (1) año de permanencia en el Establecimiento de Reclusión donde se encuentra” y en el caso sub examine  señor Jorge Eduardo Estrada Castaño cumple el próximo 12 de abril un año de permanencia en el centro de reclusión de Medellín.  En caso, que el solicitante no esté de acuerdo con lo decidido por el facultativo, además de los recursos gubernativos, cuenta con la jurisdicción competente para dirimir esa clase de conflictos, es decir, la contenciosa administrativa.   
Por tal razón, precisa esta Colegiatura que no encuentra vulneración derechos fundamentales por parte de la entidad accionada que permita la intervención inmediata del juez de tutela, lo que conlleva a confirmar el fallo impugnado.  

DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, la Sala No.3 de Decisión de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 16 de febrero de 2016 por el Juzgado Segundo Penal del Adolescentes de Pereira dentro de la acción de tutela instaurada por la señora Juliana Jaramillo Mora favor de su hija Emilia Estrada Jaramillo. 
SEGUNDO: Líbrense las comunicaciones de que trata el artículo 36 del decreto 2591 de 1991, para los efectos allí contemplados. Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

DUBERNEY GRISALES HERRERA

Magistrado

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada

JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA 

Secretario
� Sentencia T-514 M.P. José Gregorio Hernández Galindo y T-558/98 M.P. Alejandro Martínez Caballero.


� Corte Constitucional. Sentencia SU-819/99 M.P. Alvaro Tafur Galvis.


� Sentencia T-774 del 8 de septiembre de 2006, M.P. Rodrigo Escobar Gil. 


� Ver también las Sentencias  T-274 del 17 de marzo de 2005,  T-435 de 2009, T-428 de 2014


� T-274 del 17 de marzo de 2005. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto
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